Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 10 minutos.) 


—Nuestra aspiración en el día de hoy es votar el proyecto de ley. La Secretaría ya está 
repartiendo un texto que contiene correcciones de estilo y otras que no son de fondo —por ejemplo, por 
error se habla de “Dirección General de Catastro” en lugar de decir “Dirección Nacional de Catastro”—, 
por lo que quiero aclarar que cuando se dé lectura nos vamos a basar en este repartido, cuyo texto, 
repito, ya está corregido y fue objeto de las consultas pertinentes con el Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


Por otro lado, quiero informar que vamos a plantear un agregado sobre el catastro en el 
artículo 2%; que en el artículo 6” seguramente se hará alguna modificación, a los efectos de cuidar la 
forma en lo que refiere al principio de legalidad; que en el artículo 13 trataremos de incorporar el tema 
de las cooperativas y de las sociedades de fomento —para decir que están fuera del alcance de este 
proyecto de ley-; y que, de ser posible, daremos una redacción más segura al resto del texto en el día 
de hoy. Si así no fuera, trabajaremos sobre ese aspecto en el Plenario. 


Vamos a solicitar a la Secretaría que vaya leyendo los artículos para poder votar. 


SEÑOR SERRA.- Previamente a ello, señor Presidente, queremos dejar constancia de que en el día 
de ayer —cuando se conmemoraba el “Día de los Trabajadores”— estuvimos trabajando bajo protesta... 


(Hilaridad.) 


—...para dar cumplimiento a las inquietudes que en la sesión anterior fueron planteadas por los 
señores Senadores. Hemos traído un conjunto de ajustes a la redacción del proyecto de ley que, según 
entendemos, está en línea con esas observaciones e inquietudes. 


En particular, nos parece que puede haber alguna modificación sobre todo en lo que refiere al 
artículo 2% del proyecto de ley porque, como está incidiendo sobre la exoneración del impuesto, 
seguramente requerirá de iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Si así fuera —estamos seguros de que 
es así-—, podríamos presentar este documento como algo preliminar y de aquí a la sesión Plenaria 
elevar formalmente una propuesta que cuente con la iniciativa para cumplir con los preceptos que 
ordena la Constitución de la República. 


Si a los señores Senadores les parece adecuado, podríamos plantear cuáles serían las 
modificaciones y los ajustes que se han hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo ideal sería ir analizando artículo por artículo y, en todo caso, nos 
detendríamos en las disposiciones que así lo ameriten. 


Comenzaríamos con el análisis del primer artículo respecto al cual no se están planteando 
modificaciones. 


Léase el artículo 1*. 
(Se lee:) 


“Artículo 1*.- Deróganse el artículo 16 de la Ley N* 17.345, de 31 de mayo de 2001, y el 
artículo 50 de la Ley N* 18.083, de 27 de diciembre de 2006.” 


—En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 6. Afirmativa. 
Tendríamos que pasar entonces al artículo 2". 


SEÑOR SERRA.- En el punto 7. del documento que acabamos de presentar figuran las modificaciones 
planteadas al artículo 2%. En realidad, hay que relacionar estas modificaciones con un ajuste que 
estamos haciendo respecto al valor real y que nos habían solicitado los señores Senadores. Tal vez 
sería conveniente analizar previamente cuál es la modificación que se propone para la valuación de los 
inmuebles rurales. 


La propuesta consiste en reaplicar la solución del año 1996, según la cual para la valuación 
de los inmuebles rurales se tomaba el valor real correspondiente al año 1994 y se ajustaba por el 
Índice de Precios Mayoristas Agropecuarios. Lo que estamos haciendo aquí es proponer una solución 
similar: tomaríamos el valor real vigente —el del año 2012—, que se pasaría a ajustar anualmente por el 
Índice de Precios de Agricultura, Ganadería, Caza y Silvicultura que elabora y publica el Instituto 
Nacional de Estadística. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Eso sería para el valor de catastro? 
SEÑOR SERRA.- Efectivamente, señor Presidente. 


Esto, correlacionado con el punto 7. que mencionábamos, nos lleva a ajustar toda la 
redacción y, en lugar de hacer referencia al valor real de catastro el texto, deberíamos establecer, como 
dice esta nueva reformulación del artículo 2", lo siguiente: “El valor de los inmuebles rurales propiedad 
del contribuyente, determinados de conformidad con lo establecido por el inciso tercero del literal A) del 
artículo 9” del presente Título”. Esto es lo que acabamos de mencionar. 


SEÑOR BORDABERRY.- Supongo que nuestros visitantes deben haber hecho el cálculo o un 
comparativo entre el reajuste por este índice y por el de la anterior propuesta. ¿Cómo les da ese 
cálculo, si es que lo hicieron? No sé si tuvieron tiempo para ello. 


SEÑOR SERRA.- El tema es el siguiente. Si uno compara hoy, como decíamos en la sesión anterior, el 
valor real del año 1994 indexado por el Índice de Precios Mayoristas Agropecuarios con el valor del 
actual, advertirá que ese ajuste está dando una cifra sensiblemente mayor que ese valor real: está un 
118% por encima. La cuestión es que desde 1994 hasta 2012 hubo un determinado comportamiento de 
la economía que, entre otras cosas, se caracterizó por una alta volatilidad, un incremento en el precio 
de los commodities, todo lo cual hizo que se produjera ese desfasaje entre un ajuste y otro. No 
sabemos cómo será ese comportamiento en lo sucesivo; entendemos que a los efectos de valorar los 
inmuebles rurales un buen indicador es atender al Índice de Precios Mayoristas Agropecuarios y no al 
Índice de Precios al Consumo, por ejemplo. 


SEÑOR RUBIO.- Veamos si he entendido bien. Si se hubiera aplicado el criterio vigente, el índice se 
ubicaría un 118% por encima del valor actual. Entonces, de acuerdo a esta redacción, se toma el valor 
actual y a partir de ahora se ajustaría por el Índice de Precios Mayoristas Agropecuarios. ¿Es así? 


SEÑOR SERRA.- Exactamente. 


SEÑOR COURIEL.- La crítica que se hacía a este respecto era que en algún momento la Dirección 
Nacional de Catastro podía fijar nuevos aforos. En este momento, la ley le impediría eso, pues dice que 
es en función de los aforos de 2012, más el Índice de Precios Mayoristas Agropecuarios. Pregunto: si 


mañana la Dirección quisiera cambiar el valor de los aforos, ¿podría hacerlo, o se requeriría de una 
ley? 


SEÑOR SERRA.- Esta norma tiene un alcance restringido: abarca solo la valuación de inmuebles 
rurales para el Impuesto al Patrimonio. No tiene alcance alguno en cuanto a la modificación de la 
fijación de los valores reales de la Dirección Nacional de Catastro. 


SEÑOR COURIEL.- O sea que los puede modificar, pero no para el Impuesto al Patrimonio. 


SEÑOR SERRA.- Exacto. Si los modificara, obviamente —tal como vimos en la sesión pasada-, va a 
tener consecuencias en lo que respecta a la Contribución Inmobiliaria, pero no para el Impuesto al 
Patrimonio. 


SEÑOR COURIEL.- Está claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone leer el artículo en la redacción que nos ha repartido la 
Secretaría, con la modificación de los literales A) y B) presentada por el Poder Ejecutivo, en el 
entendido de que si resulta aprobado, de aquí al miércoles se nos hará llegar la iniciativa 
correspondiente. 


Léase el artículo 2”. 
(Se lee:) 
“Artículo 2*.- Agrégase al Título 14 del Texto Ordenado 1996, el siguiente artículo: 


“Artículo 38.- El patrimonio afectado a explotaciones agropecuarias estará exento siempre 
que el valor de los correspondientes activos no supere las Ul 12:000.000 (doce millones de unidades 
indexadas). 


Atales efectos, se considerará exclusivamente la suma de: 


El valor de los inmuebles rurales propiedad del contribuyente, determinados de conformidad con lo 
establecido por el inciso tercero del literal A) del artículo 9* del presente Título. 


El valor de los bienes muebles y semovientes de la explotación agropecuaria, valuados por el 40% 
(cuarenta por ciento) del valor de los inmuebles rurales determinados de conformidad con lo 
establecido por el inciso tercero del literal A) del artículo 9% del presente Título. Este valor deberá ser 
computado tanto por los propietarios de los referidos bienes inmuebles, realicen o no explotación, 
como por quienes realicen la explotación y no sean propietarios. 


Los antedichos valores deberán calcularse de la forma precedentemente establecida incluso 
si el patrimonio afectado a explotaciones agropecuarias por parte del contribuyente está integrado por 
bienes exentos, excluidos o no computables, de cualquier origen y naturaleza. 


Los contribuyentes deberán realizar individualmente el cálculo dispuesto sobre el total de los 
referidos activos. Sin perjuicio de ello, cuando se verifique la existencia de una unidad económico 
administrativa se considerará, a los efectos de la exoneración, la suma de los activos referidos, 
afectados a la misma, de todas las entidades que la integran. En caso que la antedicha suma supere el 
valor establecido en el inciso primero, la parte del patrimonio afectado a explotaciones agropecuarias e 
integrado a la unidad económico administrativa, no se considerará exenta por parte del contribuyente”. 


—En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2*. 
(Se vota:) 
—4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 3*. 
(Se lee:) 
“Artículo 3*.- Agrégase al Título 14 del Texto Ordenado 1996, el siguiente artículo: 


'ARTÍCULO 38 bis.- Las exoneraciones del Impuesto al Patrimonio de los bienes de activo 
fijo afectados a explotaciones agropecuarias dispuestas por la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, 
se aplicarán aun en el caso que los mismos se valúen en forma ficta conforme a lo dispuesto por el 
literal F) del artículo 9% de este Título. En tal caso, los bienes de activo fijo exentos se deducirán del 
referido monto ficto, aplicando las normas de valuación del IRAE. En ningún caso el monto así 


” 


determinado podrá ser negativo”. 
—En consideración 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3*. 
(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 


Pasamos a considerar el artículo 4% que figura en el texto repartido por la Secretaría, que 
contiene algunas correcciones de redacción de Secretaría. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 4*.- Sustitúyese el literal B) del inciso primero del artículo 1* del Título 14 del Texto 
Ordenado 1996, por el siguiente: 


“'B) Quienes estén mencionados en el artículo 3* del Título 4 del Texto Ordenado 1996, con 
excepción de: 


-os incluidos en el literal E) del artículo 52 del Título 4 de este Texto Ordenado, salvo que se encuentren 
comprendidos en el literal A) del artículo 3% del mismo Título. 


-0s comprendidos en el literal H) del artículo 9* del Título 4 de este Texto Ordenado. 


Estarán comprendidos en este literal las personas físicas, núcleos familiares y sucesiones indivisas no 
incluidas en el inciso anterior que posean patrimonio afectado a explotaciones agropecuarias, por el 


y» 


referido patrimonio”. 
—En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4*. 


(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


“Artículo 5*.- Sustitúyese el literal C) del inciso primero del artículo 1? del Título 14 del Texto 
Ordenado 1996, por el siguiente: 


“C) Quienes están comprendidos en el inciso final del artículo 5% del Título 4 del Texto 
Ordenado 1996. Interprétase que, quienes tributen IRAE en ejercicio de la opción prevista en el inciso 
primero del artículo referido, podrán asimismo optar por tributar este impuesto en calidad de 
contribuyentes, en lo que refiere al patrimonio afectado a obtener las rentas incluidas en el literal C) de 
dicho artículo. En caso de ejercer la opción, deberá liquidarse este impuesto por el mismo lapso que se 


liquide el Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas”. 
—En consideración 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5. 
(Se vota:) 
4 en 7.Afirmativa. 


Dada la propuesta que los representantes del Poder Ejecutivo han traído a esta Comisión, 
deberíamos intercalar el artículo 6* de ese texto, que consiste en una modificación al inciso tercero del 
literal A) del artículo 9* del Título 14 del Texto Ordenado 1996. Esta disposición se ha propuesto porque 
se plantearon reclamos por parte de varios señores Senadores en cuanto a la necesidad de dar 
certeza con respecto a los valores catastrales. 


Léase el artículo 6% propuesto por el Poder Ejecutivo. 
(Se lee:) 


“Artículo 6”.- Sustitúyese el inciso tercero del literal A) del artículo 9* del Título 14 del Texto 
Ordenado 1996, por el siguiente: 


“Los bienes inmuebles rurales, se valuarán por el valor real aplicable para el año 2012, el que 
se reajustará anualmente a partir del mismo según el Índice de Precios de Agricultura, Ganadería, 
Caza y Silvicultura publicado por el Instituto Nacional de Estadística. A tales efectos, dichos valores se 
ajustarán al 31 de diciembre de cada año en función del mencionado índice anualizado al 30 de 
noviembre inmediato anterior. Los inmuebles rurales que no tuvieran valor real para año 2012, se 
valuarán por el valor real que les fije la Dirección Nacional de Catastro. Para los ejercicios posteriores, 


” 


se aplicará dicho valor reajustado, en la forma prevista en el inciso anterior”. 
—En consideración. 


SEÑOR SERRA.- Me parece que cuando se dice: “Los inmuebles rurales que no tuvieran valor real 
para año 2012”, se tendría que agregar el artículo “el”, con lo que quedaría de la siguiente manera: 
“Los inmuebles rurales que no tuvieran valor real para el año 2012”, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el nuevo artículo 6% con la 
corrección mencionada. 


(Se vota:) 
—4 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR HEBER.- Si bien no estoy acompañando este proyecto de ley, me parece bien que de parte de 
la Administración se hayan escuchado las observaciones planteadas por la Comisión a estos artículos. 


SEÑOR COURIEL.- ¡Como se hace siempre! 
SEÑOR HEBER.- No siempre, y por eso quiero destacarlo. Este es un avance importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia aclara que hasta que termine esta sesión nos manejaremos de 
la siguiente manera: el recién votado es el artículo 5/1 y después por Secretaría se hará la 
renumeración correspondiente. 


Se pasa a considerar el artículo 6* que pasará a ser artículo 7”. 


A este respecto existe una propuesta del Poder Ejecutivo respecto de la que tengo alguna 
diferencia. A mi juicio, atendiendo al principio de legalidad, de esta norma proveniente del Poder 
Ejecutivo habría que hacer dos artículos, el primero de los cuales terminara en “80% (ochenta por 
ciento)”. 


SEÑOR RUBIO.- ¿A qué se refiere, señor Presidente? 

SEÑOR PRESIDENTE.- Es el punto 3 de la propuesta presentada por el Poder Ejecutivo. 
Léase. 

(Se lee:) 


“Artículo 6*.- Sustitúyense los incisos primero y segundo del literal F) del artículo 9* del Título 
14 del Texto Ordenado 1996, por el siguiente: 


“F) Los bienes muebles y semovientes de la explotación agropecuaria, con un porcentaje del 
valor fiscal total del inmueble asiento de la misma del 80% (ochenta por ciento). Dicho porcentaje, que 
regirá para cada ejercicio, podrá ser reducido por el Poder Ejecutivo en hasta un 50% (cincuenta por 
ciento), pudiendo establecer porcentajes diferenciales para los distintos tipos de explotación.” 


SEÑOR AMORÍN.- Simplemente para que quede claro, quiero señalar lo siguiente. 


En el artículo 2% del proyecto de ley se establece que a los efectos de llegar a las Ul 
12:000.000 de los activos, se tomará en cuenta el valor real fijado por la Dirección Nacional de Catastro 
de los bienes inmuebles rurales propiedad del contribuyente y el valor de los bienes muebles y 
semovientes de la explotación agropecuaria, valuados por el 40% del valor real de los inmuebles 
rurales fijado por la Dirección Nacional de Catastro. Toda la lógica de la iniciativa se basaba en este 
40%, pero en otro artículo se establecía que se podía fijar entre un mínimo de 40% y un máximo de 
80%. 


En el artículo 6% que se acaba de leer se habla de un 80% y que este porcentaje puede 
rebajarse. De ser así, estaríamos frente a dos normas, de alguna manera, incongruentes, salvo que el 


segundo solamente sea para fijar el mínimo. Y si esto hace que el segundo pase al 80%, ingresarían 
muchas más personas en el cálculo del impuesto, lo cual parece bastante lógico. 


La segunda pregunta que quiero formular es si cuando vino el Ministro a la Comisión y nos 
dijo que este impuesto iba a recaudar más o menos lo mismo que el ICIR, se tomaba en cuenta el valor 
de los bienes muebles y semovientes en un 40% de su valor real o en un 80%. 


SEÑOR SERRA.- Se hablaba del 40%. 


SEÑOR AMORÍN.- Quiere decir que en un 80% se estaría recaudando bastante más. En realidad, 
cuando estamos votando un impuesto, una de las cosas que queremos saber es cuánto se va a 
recaudar. 


Esas son las dos preguntas que quería formular. 


SEÑOR SERRA.- En lo que refiere al artículo 2?, que establece como forma preceptiva el cómputo del 
40%, es a los meros efectos de generar un sistema simplificado para que el contribuyente no tenga 
mayor complejidad a la hora de determinar si está exento, o si le corresponde o no la exoneración. Nos 
parecía que un elemento indicador sobre ese aspecto podría ser la franja menor, del 40%, para que el 
contribuyente pudiera hacer un cálculo simple. La idea original era que tomara la cédula catastral, le 
aplicara el 40% y definiera sencillamente si estaba o no dentro del impuesto. Ahora debería tomar esa 
cédula catastral del 2012, indexarla por este índice y agregarle el 40%, que es el piso mínimo a los 
efectos de la valuación. Es nada más que para determinar si está comprendido por el impuesto y si le 
corresponde o no la sobretasa. 


En lo que refiere a la determinación del valor real con un tope máximo del 80%, si bien es 
cierto que se tomó el 40% como equivalente para el valor de los bienes muebles y semovientes, no 
olvidemos que el cálculo que se estaba haciendo no era en función del 100% del valor real, sino del 
118%. Quiere decir que en ese caso se estarían equilibrando los números. Si tomáramos el valor real 
ordinario, que es 100%, por ejemplo, y el valor real ajustado por el Índice de Precios Mayoristas 
Agropecuarios, que es 218%, estaríamos tomando en un caso el 80% de 100% y en el otro el 40% de 
218%, que es lo que hoy están aplicando aquellos que liquidan el Impuesto al Patrimonio Agropecuario. 
Esto lo que hace es recomponer ese cálculo que se hizo en función de ese número. 


SEÑOR AMORÍN.- Lo que está haciendo el contador Serra es decirnos que cuando vino el Ministro de 
Economía y Finanzas acá y nos dijo que se iba a recaudar determinado monto, en vez del 100% —que 
es lo que figuraba en el proyecto de ley que envió—, calculó un 118% teórico más el 40%. Si es así, no 
me parece algo razonable. Lo que sí creo que es razonable es que cuando el Ministro calculó lo que 
iban a recaudar no lo hizo sobre el 118%, porque eso nunca lo iba a aplicar, sino sobre el 100%, al que 
agregó el 40%. 


Entiendo que debemos hablar con lógica, porque no es cuestión de defender lo indefendible. 
Queremos saber cuánto se va a cobrar, más allá de que igual se vote el impuesto. No podemos decir 
que el Ministro calculó con el 118% porque sabía que el proyecto de ley no incluía ese porcentaje, sino 
el 100%. Creo que se trata de una simple cuestión de lógica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es así. 


SEÑOR SERRA.- El tema es que cuando la Asesoría Económica realiza el análisis histórico de lo que 
se recaudó —dato que se extrapola hacia el futuro—, lo hace en función de las declaraciones de los 
contribuyentes, que están hechas de acuerdo con la normativa que se aplica actualmente, es decir, 
sobre el 218%. De todas formas, lo que conversamos con el contador Romano es que, aun en ese 
caso, la voluntad del Poder Ejecutivo —además de ese margen que tendría para fijarlo con un tope del 
80%-—, de acuerdo con lo que manifestó el Ministro de Economía y Finanzas era recostarlo sobre el 
40%. Entonces, sobre ese número del 40% sobre el valor real, es que se estimó la recaudación que 
señaló el señor Senador Amorín. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así lo entiendo yo. 


En la medida en que se ha insistido con respecto al principio de legalidad, en que el 
Parlamento tendría que fijar un monto, un porcentaje, un tributo, y no dejarlo al libre albedrío del Poder 
Ejecutivo, creo que tendríamos que desarrollar este literal F) en dos artículos: uno, marcando lo del 
80% y otro adicional, facultando al Poder Ejecutivo a hacer la rebaja. Me parece que de este modo, si 
alguien cree que esa facultad —que aparece en un artículo separado— es inconstitucional, la recurrirá; 
pero, en todo caso, quedará el impuesto del 80%. Si esto aparece en forma conjunta, corremos el 
riesgo de que se recurra la disposición por el inciso segundo o por su segunda oración y, en función de 
eso, caiga todo el artículo. 


Por lo tanto, el artículo 6% —estamos hablando del numeral 3 presentado por el Poder 
Ejecutivo, que por supuesto pasaría a ser artículo 7“- en esta nueva redacción, debería terminar en 
“so%” y el artículo 6.1 diría: “Facúltese al Poder Ejecutivo a reducir hasta en un 50% el valor 
determinado en el inciso primero del literal F) del Título Ordenado, que regirá para cada ejercicio, 
pudiendo establecer también porcentajes diferentes para los distintos tipos de explotación”. Me parece 
que de este modo logramos lo mismo, reafirmamos el principio de legalidad y si alguien considera que 
está legitimado para pleitear y para pedir que esa facultad no rija para el Poder Ejecutivo, la recurrirá y 
estaremos a si la Suprema Corte de Justicia la declara inconstitucional. 


La propuesta que hace la Presidencia es votar el numeral 3 del texto presentado por el Poder 
Ejecutivo, terminando la frase en “80%”; después se leería la parte final. 


Léase el numeral 3 presentado por el Poder Ejecutivo hasta donde dice: “80%”. 
(Se lee:) 


“Sustitúyense los incisos primero y segundo de literal F) del artículo 9* del Título 14 del Texto 
Ordenado 1996, por el siguiente: 


“F) Los bienes muebles y semovientes de la explotación agropecuaria, con un porcentaje del 
valor fiscal total del inmueble asiento de la misma del 80%.” 


—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

—4 en 7. Afirmativa. 

Corresponde leer ahora el artículo 6.1, que luego pasaría a ser 7.1 o seguramente 8. 
SEÑOR SERRA.- Quisiéramos hacer una aclaración técnica para insertarla dentro del Texto Ordenado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Adelante. 


SEÑOR NIEVES.- En la lógica que planteaba el señor Presidente, el acápite de este artículo 6.1 
debería ser: “Incorpórase al Título 14 del Texto Ordenado 1996, el siguiente artículo”, etcétera, que 
sería el 9 bis. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con ese acápite no podríamos hablar del valor determinado en el inciso 
primero del literal F) del artículo 9%, sino que tendríamos que referimos al artículo anterior. 


Quiere decir que con el acápite sugerido por el doctor Nieves, el artículo diría así: “Facúltase 
al Poder Ejecutivo a reducir hasta en un 50% el valor determinado en el artículo anterior, que regirá 
para cada ejercicio, pudiendo establecer también porcentajes determinados para los distintos tipos de 
explotación”. 


SEÑOR NIEVES.- En esa redacción se diría: “en el inciso primero del literal F) del artículo anterior” 
porque la referencia al artículo anterior se hace en todo el artículo 9*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con el acápite señalado por el doctor Nieves, el artículo diría: “Facúltase al 
Poder Ejecutivo a reducir hasta en un 50% el valor determinado en el inciso primero del literal F) del 
artículo anterior, que regirá para cada ejercicio, pudiendo establecer también porcentajes diferentes 
para los distintos tipos de explotación”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 7%, que no tiene modificaciones. 
(Se lee:) 


“Artículo 7* - Sustitúyese el inciso primero del literal G) del artículo 9* del Título 14 del Texto 
Ordenado 1996, por el siguiente: 


“G) En concepto de valor equivalente del ajuar y muebles de la casa-habitación, se incluirá en el activo 
el 10% (diez por ciento) del monto de todos los bienes, deducido el pasivo admitido. A estos efectos no 
se computarán los bienes inmuebles rurales afectados a explotaciones agropecuarias. El pasivo 
admitido será el obtenido con carácter previo a la absorción referida en el último inciso del artículo 13 


y» 


de este Título”. 
—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 7. Afirmativa. 


Se pasa a considerar el artículo 8%, en la redacción dada en el numeral 2 de la propuesta del 
Poder Ejecutivo, concretamente en los numerales 2.1 y 2.2. 


SEÑOR SERRA.- A fin de aclarar por qué se realizó esta modificación, señalo que la redacción anterior 
refería a la valuación de los inmuebles rurales tomando en consideración el inciso primero del literal A) 
del artículo 9%, que era el valor real ordinario. Acá ajustamos la referencia para que quede 
correlacionado, para lo cual se remitiría al inciso tercero del literal A) del artículo 9*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 8% con los dos cambios. 


(Se lee:) 


“Artículo 8% - Sustitúyese el inciso segundo del artículo 15 del Título 14 del Texto Ordenado 
1996, por los siguientes: 


“El valor de los inmuebles urbanos y suburbanos, a excepción de los que sirven de asiento a 
explotaciones industriales o comerciales realizadas directamente por sus propietarios, se computará 
por el mayor entre el valor real y el determinado conforme a las normas aplicables para la liquidación 
del IRAE, vigente al cierre del ejercicio. 


El valor de los bienes inmuebles rurales se computará: 


an el caso de las entidades comprendidas en el artículo 52 del presente Título, por el mayor valor entre el 
determinado de acuerdo al inciso tercero del literal A) del artículo 9% de este Título y el determinado de 
conformidad con las normas aplicables para la liquidación del IRAE; 


dara las restantes entidades, el mismo se determinará conforme al inciso tercero del literal A) del artículo 
9? citado'.” 


—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 9*. 
(Se lee:) 


“Artículo 9”.- Sustitúyese el último inciso del artículo 15 del Título 14 del Texto Ordenado 
1996, por el siguiente: 


“Las entidades que a continuación se detallan aplicarán las normas de valuación dispuestas 
por los artículos 9* y 13 de este Título: 


ersonas físicas, los núcleos familiares, las sucesiones indivisas y las entidades incluidas en el literal b) 
del inciso tercero del presente artículo, así como las sociedades personales comprendidas en el literal 
a) del mismo inciso, por el patrimonio afectado a explotaciones agropecuarias. No obstante, en el caso 
que dichas entidades liquiden el IRAE en base al régimen de contabilidad suficiente, podrán optar por 
aplicar las normas de valuación establecidas para dicho impuesto, salvo en lo relativo a los bienes 
inmuebles rurales, los cuales se valuarán en todos los casos conforme al inciso tercero del presente 
artículo. 


intidades que no hagan uso de la opción prevista en el literal C) del artículo 1% de este Título'.” 
—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


—4 en 7. Afirmativa. 


Léase el artículo 10. 
(Se lee:) 


“Artículo 10.- Sustitúyese el literal D) del artículo 45 del Título 14 del Texto Ordenado 1996, 
por el siguiente. 


“D) El patrimonio de los sujetos incluidos en el literal B) del artículo 1.% de este Título, excepto 
los referidos en el literal anterior y el de los restantes contribuyentes 1,5%. 


El Poder Ejecutivo podrá reducir hasta en un 50% (cincuenta por ciento) la tasa aplicable al 
patrimonio afectado a explotaciones agropecuarias, en aquellos casos en que el monto de los activos 
afectados, de acuerdo a lo dispuesto por los incisos segundo y tercero del artículo 38 de este Título, no 


supere las Ul 30:000.000 (treinta millones de unidades indexadas)". 
—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 11. 
(Se lee:) 


“Artículo 11.- Agrégase al artículo 48 del Título 14 del Texto Ordenado 1996, el siguiente 
inciso: 


“Facúltase al Poder Ejecutivo a fijar, para los contribuyentes comprendidos en el literal B) del 
artículo 1. de este Título que posean activos afectados a explotaciones agropecuarias en la definición 
del artículo 38 de este Título, pagos a cuenta del impuesto y de la sobretasa, sin la limitación 
establecida en el artículo 21 del Título 1 de este Texto Ordenado. La no observancia del referido límite, 


sólo podrá aplicarse en el primer ejercicio que cierre desde el 20 de junio de 2013”. 
—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 12. 
(Se lee:) 
“Artículo 12.- Agrégase al Título 14 del Texto Ordenado 1996, el siguiente artículo: 


“Artículo 52.- Entidades con capital al portador y entidades no residentes. La exención 
dispuesta en el artículo 38 y el abatimiento establecido en el artículo 47 de este Título, no regirán para 


aquellas entidades que cumplan con alguna de las siguientes hipótesis: 
Sean entidades residentes y tengan el total del patrimonio representado por títulos al portador. 
Sean entidades no residentes, salvo cuando se trate de personas físicas. 


Si el capital al portador no constituyera la totalidad del patrimonio, lo dispuesto en los incisos 
precedentes se aplicará en la misma proporción que la que exista entre el capital nominativo y el total 
del capital integrado, considerados al cierre del ejercicio económico. 


Cuando las participaciones patrimoniales sean nominativas, pero los titulares de las 
mismas no sean personas físicas, la referida participación nominativa se considerará al portador a 
efectos de la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar a las participaciones patrimoniales al portador 
que coticen en Bolsa, el mismo tratamiento, a los efectos de lo dispuesto en este artículo, que a las 


participaciones patrimoniales nominativas propiedad de personas físicas”. 
—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 7. Afirmativa. 


Para el artículo 13 el Poder Ejecutivo nos ha hecho llegar tres modificaciones; dos de ellas 
son sustituciones, una al acápite y otra al literal B) que en cierta medida era el más cuestionado—, y 
por último se excluye a las cooperativas y a las sociedades de fomento rural de lo dispuesto en la 
norma. 


SEÑOR SERRA.- Con relación a esta definición de la unidad económico administrativa, recogimos el 
guante que nos habían extendido los señores Senadores y tratamos de avanzar en la definición del 
concepto. A nuestro juicio, esta disposición tiene un razonable equilibrio entre la definición que hace el 
proyecto de ley y la vaguedad necesaria que debe tener toda norma legal. Sin embargo, tomando en 
cuenta las observaciones intentamos, como decía, avanzar en la definición. 


En lo que refiere a la definición general, que está en el primer inciso de este artículo 53, lo 
que hicimos fue agregar un concepto para que, además de que haya un interés común relativo a las 
actividades agropecuarias, sea necesario que se evidencie la existencia de una unidad empresarial 
subyacente. A nuestro entender, esto delimita para que no se trate de cualquier tipo de interés común 
sino de aquel que evidencie la existencia de una empresa por debajo de las formas jurídicas adoptadas 
por los contribuyentes. 


En cuanto al literal B) de este artículo, nos pareció que en principio la redacción guardaba 
ese razonable equilibrio al que hicimos referencia, pero también tratamos de acotar que la formación 
de la voluntad del conjunto en torno a las resoluciones tampoco fuera con relación a cualquier tipo de 
decisión, sino solamente a las referidas a la explotación, o sea, aquellas de tipo empresarial. 


Por último, recogiendo también las inquietudes planteadas en el seno de la Comisión, 
agregamos una interpretación, pues para nosotros las cooperativas ni las sociedades de fomento rural 
encuadran dentro de la definición general de la unidad económico administrativa. En lugar de 
excluirlas, lo que decimos es que no se consideran incluidas. Si las excluyéramos estaríamos 
asumiendo que están comprendidas en la definición, pero como entendemos que no lo están, lo que 
hacemos es decir que no se consideran incluidas en lo dispuesto por el presente artículo. 


SEÑOR AMORÍN.- Voy a ser muy breve porque la idea es dar la discusión en el Plenario. 


Ahora sí entiendo por qué tenemos esta diferencia y por qué cuando vino el Colegio de 
Abogados planteó una profunda discrepancia con el proyecto de ley, sobre todo con este artículo. El 
contador Serra hablaba del equilibrio entre la definición y la necesaria vaguedad que deben tener estos 
proyectos de ley. En la medida en que estos temas, sin ningún lugar a dudas, representan limitaciones 
a la propiedad y que el contribuyente debe saber exactamente cuándo está incluido y cuándo no, 
entendemos que la necesaria vaguedad es absolutamente indeseable; lo deseable es la precisión para 
que quede claro quién debe pagar y quién no. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera hacer un aporte, porque quizás no fui claro en la sesión pasada. 


Hay una situación que se da, no con las cooperativas, sino con sus socios, que quizás es 
nuestra preocupación más grande. Cuando uno repasa la Ley N* 18.407—precisamente, el Capítulo 
IV—, observa que su artículo 108 define a las cooperativas agrarias como aquellas que tienen por 
objeto efectuar o facilitar todas o algunas de las operaciones concernientes a la producción, 
transformación, conservación, clasificación, etcétera, realizada en común o individualmente por sus 
miembros. ¿Cuál es la situación? Que el socio de la cooperativa es el propietario de la tierra y, sin 
embargo, somete algunas de sus decisiones —a veces hasta qué va a plantar o qué va a producir, e 
incluso la comercialización de su producción- al centro de decisión de la cooperativa. 


En este caso hay que distinguir dos posibles sujetos pasivos: la cooperativa agraria en cuanto 
fuera titular de inmuebles —claramente, eso lo soluciona este artículo— y los socios cooperativos, que 
siguen siendo titulares de un inmueble que seguramente no va a llegar al mínimo, pero se someten a la 
decisión común. Entonces, de acuerdo con la redacción de este artículo, los socios cooperativos que 
tienen 200, 300 o 400 hectáreas —que se someten a esa decisión central, pero siguen siendo titulares 
de su propio inmueble— quedarían comprendidos en la ley, porque en este texto se está exonerando a 
la cooperativa en sí pero no al socio que además puede, según la ley, tener su propio inmueble y 
asociarse con determinadas finalidades a la cooperativa. 


Voy a dar otro ejemplo. El año pasado estuve en Canelones con cinco vitivinicultores que se 
asociaron para comprar una cosechadora de uva, una máquina formidable, porque cosechar uva sin 
romper la planta, es difícil. Obviamente, como es una inversión muy grande, se tuvieron que asociar, 
comprometerse a pagar, a plantar determinado tipo de vid, etcétera. 


Entonces, la situación que me preocupa —y que puede impactar, reitero, en Canelones, San 
José y Colonia, es decir, una zona muy desarrollada y con muchas cooperativas— no es la de una 
cooperativa que sea titular del inmueble; me preocupa cuando el titular del inmueble es el socio que se 
somete a la decisión central de la cooperativa. 


En la actual redacción del artículo —en el agregado que trae el número 6 en el repartido que 
nos acaban de entregar- se dice: “No se consideran incluidas en lo dispuesto en el presente artículo 
las cooperativas agrarias comprendidas en la Ley N* 18.407”. Si se le agregara: “ni sus socios”, creo 
que se solucionaría parte de este problema, que va a ser muy grande. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que se podría añadir: “ni sus socios a los efectos de la cooperativa”, 
porque los socios pueden tener otros predios que sí estén alcanzados por esta ley. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sí, señor Presidente; podríamos decir: “ni sus socios cooperativos”. 


Quizás no fui claro en la sesión pasada, pero cuando uno observa la Ley N* 18.407, ve 
artículos que avalan lo que digo. Por ejemplo, el artículo 113, que refiere al envío de producción a la 
cooperativa, dice en su primer inciso: “Los estatutos podrán prever la facultad de la asamblea general 
de establecer la obligación por parte de los socios, del envío total o parcial de su producción a la 
cooperativa”. Quiere decir que soy socio, tengo mi producción, se reúne la asamblea general y decide 
que tengo que pasar necesariamente el 50% de mi producción; hay un centro de decisión que me lo 
está imponiendo. Yo tengo 400 hectáreas y hay un centro de decisión en el que se suman 20 


cooperativistas más que tienen 400 hectáreas cada uno, quienes, por esta ley, pasarían a tributar el 
Impuesto al Patrimonio. Estoy seguro de que esa no es la intención; es simplemente una cuestión de 
redacción. En la misma Ley N* 18.407 hay otro artículo que habla de la adquisición, importación 
y empleo de máquinas, actos de administración y disposición de las cooperativas. Entonces, me 
parece que hay algo que se podría corregir. Tal vez tendríamos que ver lo relativo a las sociedades de 
fomento rural, que es algo parecido, porque allí los socios no aportan sus inmuebles, pero sí se 
someten a las decisiones de esta sociedad. Quizá en ambos casos habría que colocar la expresión: “ni 
los socios cooperativos en la parte de sus inmuebles” como dice el señor Presidente, “alcanzados por 
la actividad cooperativa”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este artículo creo que deberíamos avanzar por incisos. En todo caso, si 
hay que redactar sobre el tema de las cooperativas, lo haremos al final; de lo contrario, no nos 
podremos ordenar. 


SEÑOR SERRA.- Si el señor Presidente me permite, quisiera responder al señor Senador Amorín 
respecto a la precisión que él hacía. 


Si tuviéramos esa visión respecto a este artículo 53 que se propone en el proyecto de ley 
remitido, deberíamos tener exactamente la misma visión con respecto al artículo 6% del Código 
Tributario. ¡Nada más vago que el artículo 6* del Código Tributario! Lo que hace ese artículo es recoger 
un principio jurídico reconocido aplicable a otras ramas del Derecho y replicarlo en lo que es el 
Derecho Tributario. En ese sentido, el artículo 6” le da pautas al intérprete a la hora de aplicar la 
norma. Eso se sustancia caso por caso; en cada caso se va a analizar si corresponde o no. 


El problema que tenemos es que la propuesta del Poder Ejecutivo no intenta correr el velo 
jurídico de las sociedades o de las personas jurídicas que lo componen. Si tomáramos la solución del 
artículo 6 del Código Tributario, ello implicaría correr el velo jurídico y hacer una imputación, pero no 
es esa la idea; lo que se pretende es reconocerle a cada entidad su personería jurídica, hacer una 
ficción similar a la que realiza el artículo 6% bajo los mismos principios, pero sin correr el velo jurídico. 
Una vez que se realiza esa ficción y se identifica la capacidad contributiva del núcleo, se le asigna a 
cada integrante su cuota parte de participación, cosa que no permitiría hacer el artículo 6% del Código 
Tributario, porque al correr el velo jurídico, eso nos llevaría a imputarle a ese centro económico todo el 
impuesto —el 100%-— y la administración tributaria podría ir en forma indiscriminada contra cualquiera de 
esas sociedades. Esto no es lo que queremos hacer; por el contrario, pretendemos mantenerle y 
reconocerle la personería jurídica a cada integrante de esta unidad económico administrativa. 


Con respecto al planteo que hacía el señor Senador Bordaberry, y tal como decía el señor 
Presidente, lo veremos cuando lleguemos a esa parte del articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el acápite del artículo 13 y su primer inciso, que contiene el primer 
inciso del artículo 53 con la redacción del Poder Ejecutivo. 


(Se lee:) 
“Artículo 13.- Agrégase al Título 14 del Texto Ordenado 1996, el siguiente artículo: 


“Artículo 53.- Unidad económico administrativa. Las entidades titulares de activos afectados a 
explotaciones agropecuarias conforman una unidad económico administrativa cuando responden a un 
interés común relativo a dichas actividades, evidenciando la existencia de una unidad empresarial 
subyacente independientemente de las formas jurídicas adoptadas” .” 


—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


—4 en 7. Afirmativa. 


Léase el segundo inciso y el literal A) del artículo 13, de acuerdo con el repartido entregado 
por Secretaría. 


(Se lee:) 


“Se entenderá a estos efectos que responden a un interés común, cuando entre los titulares 
exista una vinculación tal que ocurra alguna de las siguientes situaciones: 


Que exista control de unos titulares sobre otros que implique la respuesta a un mismo centro de decisión, 
o que existan entre ellos vínculos tales que denoten una unidad en el centro de decisión o que estén 
bajo el control común de las mismas entidades;” 


—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 

Léase el literal B), para el que se ha presentado una modificación. 
(Se lee:) 


“B) que se ejerza influencia significativa por parte de unos titulares sobre otros, o estén bajo 
la influencia significativa común de las mismas entidades. Existirá influencia significativa cuando se 
posea la capacidad para formar la voluntad del conjunto o prevalecer en las decisiones de explotación 
de una o varias entidades.” 


—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

4 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR SERRA.- Estuvimos analizando este punto, también para despejar dudas respecto al alcance 
de este artículo y atendiendo una inquietud que se ha planteado en los agentes que intervienen en el 
sector agropecuario, y queremos manifestar que el Poder Ejecutivo estaría proclive a agregar, a partir 
de este literal B), como un inciso aparte y para que quede absolutamente claro, una exclusión, y es que 
este concepto no se le aplicaría a aquellos conjuntos que estén por debajo de una determinada cifra, 
por ejemplo, el equivalente a la categoría B mencionada en el artículo siguiente, o sea, los 30:000.000 
de unidades indexadas. Esto sería una manera de garantizar a los pequeños productores que esta 
medida, en realidad, no está enfocada hacia ellos sino que se busca contemplar el caso de las grandes 
explotaciones agropecuarias. 


Si los señores Senadores entienden que esto enriquecería el artículo, el Poder Ejecutivo 
estaría dispuesto a remitirlo como proyecto complementario e insertarlo en esta propuesta. 


(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el siguiente inciso. 
(Se lee:) 


“Asimismo conformarán una unidad económico administrativa las sociedades civiles y 
condominios no contribuyentes de este impuesto, que sean titulares de activos afectados a 
explotaciones agropecuarias. Lo mismo sucederá en caso que cada uno de los cónyuges sea titular de 
activos afectados a explotaciones agropecuarias.” 


—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 
SEÑOR AMORÍN.- ¿Dónde se incluye lo de las 30:000.000 de UI? Lo pregunto para que se vote. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este momento no está la redacción correspondiente, pero hay 
compromiso del Poder Ejecutivo de enviarla para que sea incorporada en el Plenario. 


SEÑOR AMORÍN.- En ese caso, entonces, si los representantes del Poder Ejecutivo se comprometen 
a enviar la redacción, perfecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el numeral 6 del documento entregado por el Poder Ejecutivo. 
(Se lee:) 


“No se consideran incluidas en lo dispuesto en el presente artículo las cooperativas agrarias 
comprendidas en la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 2008, ni las Sociedades de Fomento Rural 
incluidas en la Ley N* 14.330, de 19 de diciembre de 1974.” 


—En consideración. 


SEÑOR NIEVES.- En atención a las sugerencias formuladas por el señor Senador Bordaberry, se nos 
ocurre que al final del inciso que acaba de leerse podríamos agregar la frase: “ni las entidades que las 
integran por los activos directamente afectados a las mismas”. Así, el inciso quedaría redactado de la 
siguiente manera: “No se consideran incluidas en lo dispuesto en el presente artículo las cooperativas 
agrarias comprendidas en la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 2008, ni las Sociedades de Fomento 
Rural incluidas en la Ley N* 14.330 de 19 de diciembre de 1974, ni las entidades que las integran 
por los activos directamente afectados a las mismas”. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Por qué se habla de entidades y no de personas físicas o jurídicas? 


SEÑOR SERRA.- Lo que sucede es que puede haber determinadas formas de explotación que no 
tengan personería jurídica; podría tratarse, por ejemplo, de sociedades civiles. Entonces, el término 
“entidad” comprende tanto a las personas físicas y jurídicas, como a aquellas agrupaciones que no 
tienen personería jurídica. 


SEÑOR NIEVES.- También en respuesta a la inquietud planteada por el señor Senador Bordaberry, 
vale aclarar que esto va en línea con lo que se establece en el inciso primero, donde al definirse 
quiénes conforman una unidad económico administrativa, se dice que son las entidades. 


El contador Serra me acota que también se trata de reafirmar el concepto con relación a las 
sociedades civiles y la posibilidad de que estas formen parte, eventualmente, de cooperativas o de 
sociedades de fomento rural. Tendríamos que prever esa posibilidad en tanto las sociedades civiles — 
como sabemos- constituyen contratos en el marco del régimen de los Códigos Civiles que carecen de 
por sí de personería jurídica. Tratándose de sociedades comerciales y demás, por la constitución del 
contrato, se les reconoce la personería jurídica, pero esto no sucede en el caso de una sociedad civil. 
En nuestro ordenamiento no se reconoce personería jurídica a las sociedades civiles, de manera que 
siguiendo esta lógica, eventualmente podríamos excluirlas. 


A todo esto se debe, pues, la referencia a “entidades”, que ha sido reconocida en el 
ordenamiento tributario desde el año 2007, por ejemplo, a través de la Ley N* 18.083. Siempre se 
alude a entidades a los efectos de ser más comprensivos y abarcar también a este tipo de 
agrupaciones societarias a las que en nuestro ordenamiento no se les reconoce personería jurídica. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me parece que los contadores siguen avanzando sobre nosotros y nuestras 
áreas jurídicas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá de los pleitos entre profesiones, sería bueno que el doctor Nieves 
volviera a leer el agregado propuesto. 


SEÑOR NIEVES.- Por supuesto, señor Presidente. La frase que proponemos agregar es: “ni las 
entidades que las integran por los activos directamente afectados a las mismas”, e iría precedida por 
una coma, luego de la referencia a la Ley N* 14.330, de 19 de diciembre de 1974. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 
Léase por Secretaría todo el inciso, tal como quedaría redactado. 
(Se lee:) 


“No se consideran incluidas en lo dispuesto en el presente artículo las cooperativas agrarias 
comprendidas en la Ley N* 18.407, de 24 de octubre de 2008, ni las Sociedades de Fomento Rural 
incluidas en la Ley N* 14.330, de 19 de diciembre de 1974, ni las entidades que las integran por los 
activos directamente afectados a las mismas.” 


—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—4 en 7. Afirmativa. 

Léase el último inciso del artículo. 
(Se lee:) 


“Lo dispuesto en este artículo se aplicará exclusivamente a los efectos de los artículos 38 y 
54 de este Título.” 


—En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
—4 en 7. Afirmativa. 


Con relación a esta disposición, la Mesa quiere decir lo siguiente: más allá del hecho de que 
el Poder Ejecutivo va a mandar la iniciativa y seguramente la intercalaremos en el Plenario, dado lo 
anunciado por el contador Serra, el objetivo es lograr el mayor grado de precisión posible. En ese 
sentido, hay un reconocimiento en cuanto a que el Poder Ejecutivo ha enviado redacciones que dan 
mayor certeza. Estudiaremos todos los aportes provenientes, tanto de los señores Senadores como de 
entidades agropecuarias o de asociaciones agropecuarias, desde este momento hasta que este 
proyecto de ley sea discutido en el Plenario. Cuanta más certeza, mejor. Naturalmente haremos las 
consultas al Poder Ejecutivo, pero considero que es un artículo que puede llegar a enriquecerse de 
aquí al momento en que se sancione. 


Pasamos ahora al artículo 14. 
En el segundo inciso hay un cambio de redacción, por lo que se leerá con esa modificación. 
Léase. 
(Se lee:) 
“Artículo 14.- Agrégase al Título 14 del Texto Ordenado 1996, el siguiente artículo: 


“Artículo 54.- Sobretasa del Impuesto al Patrimonio.- Créase una sobretasa del Impuesto al 
Patrimonio que recaerá sobre la totalidad del patrimonio afectado a explotaciones agropecuarias. La 
alícuota única aplicable sobre el total del patrimonio, será la que corresponda a la categoría indicada 
en el cuadro que sigue, según sea el monto de los activos afectados, de acuerdo a lo dispuesto en el 
artículo 38 de este Título. 


Valor de los activos afectados en 
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A efectos de la inclusión en la Categoría A se requerirá, además, que se trate de entidades 
incluidas en el artículo 52 de este Título. 


Los contribuyentes deberán realizar individualmente el cálculo dispuesto sobre el total de sus 
activos a efectos de determinar la alícuota aplicable. Sin perjuicio de ello, cuando se verifique la 
existencia de una unidad económico administrativa se considerará, a los efectos de la categorización 
para la sobretasa, la suma de los activos referidos, afectados a la unidad económico administrativa, de 
todas las entidades que la integran. La sobretasa así determinada se aplicará a la parte del patrimonio 
afectado a explotaciones agropecuarias e integrado a la unidad económico administrativa por el 
contribuyente, siempre que supere la alícuota individualmente determinada. 


Las entidades residentes incluidas en la Categoría A del presente artículo aplicarán la 
alícuota sobre la parte del patrimonio que surja de la relación entre el capital al portador y el total del 
capital integrado, considerados al cierre del ejercicio económico. Cuando las participaciones 
patrimoniales sean nominativas, pero los titulares de las mismas no sean personas físicas, la referida 
participación nominativa se considerará al portador a efectos de la aplicación de lo dispuesto en el 
presente inciso. 


Las normas aplicables al Impuesto al Patrimonio que dispongan que los activos afectados a 
la explotación agropecuaria se encuentran exentos, excluidos o que son no computables, no serán de 
aplicación a la sobretasa que se crea por el presente artículo. 


Alos efectos de lo dispuesto en el presente artículo, el valor de los inmuebles rurales, de los 
bosques comprendidos en la Ley N* 15.939, de 28 de diciembre de 1987, modificativas y concordantes 
(Ley Forestal) y de los montes citrícolas, podrá computarse por el valor determinado de acuerdo al 
inciso tercero del literal A) del artículo 9* de este Título”.” 


—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 14. 
(Se vota:) 
4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 15. 
(Se lee:) 
“Artículo 15.- Agrégase al Título 14 del Texto Ordenado 1996, el siguiente artículo. 


“Artículo 55.- Fecha de cómputo.- En caso que el contribuyente posea más de una fecha de 
determinación para su patrimonio agropecuario o que se verifique la existencia de una unidad 
económico administrativa al 30 de junio de cada año, los cálculos dispuestos por los artículos 38 y 54 
de este Título, se realizarán a dicha fecha. 


La situación de esa forma determinada, será aplicable para las liquidaciones 


correspondientes, que acaezcan desde ese mismo momento y hasta la próxima fecha de cómputo”. 
—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 15. 


(Se vota:) 


—4 en 7.Afirmativa. 
Léase el artículo 16. 
(Se lee:) 


“Artículo 16.- Las referencias al Texto Ordenado 1996 efectuadas en la presente ley se 
consideran realizadas a las normas legales que le dan origen.” 


—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—4 en 6. Afirmativa. 

Léase el artículo 17. 
(Se lee:) 


“Artículo 17.- Facúltase al Poder Ejecutivo a financiar por el equivalente a la recaudación 
obtenida por la aplicación de los artículos precedentes, las siguientes erogaciones: 


=l equivalente al 10% (diez por ciento) de la recaudación total se destinará al financiamiento de proyectos 
educativos de la Universidad Tecnológica creada por la Ley N* 19.043, de 28 de diciembre de 2012, 
que deberán ser incluidos en las sucesivas instancias presupuestales. 


=l restante 90% (noventa por ciento) se destinará: 


=| primer ejercicio de vigencia de la presente ley para el financiamiento de proyectos de rehabilitación y 
mantenimiento de la caminería departamental fuera de las zonas urbanas, incluyendo la adquisición de 
maquinaria vial por parte de los Gobiernos Departamentales en los términos que apruebe la Comisión 
Sectorial de Descentralización, a cuyos efectos el Ministerio de Economía y Finanzas habilitará, a 
propuesta de dicha Comisión, el crédito presupuestal correspondiente en el Inciso 24 “Diversos 
Créditos”, Unidad Ejecutora 002 “Presidencia de la República”. 


=l segundo y tercer ejercicio de vigencia de la presente ley tendrá por destino: 


1 50% (cincuenta por ciento) al financiamiento de los proyectos indicados en el literal a) precedente, a 
cuyos efectos el Ministerio de Economía y Finanzas habilitará, a propuesta de la Comisión Sectorial de 
Descentralización, el crédito presupuestal correspondiente en el Inciso 24 “Diversos Créditos”, Unidad 
Ejecutora 002 *Presidencia de la República”. 


stante 50% (cincuenta por ciento) a financiar proyectos de mantenimiento y mejora de la red vial 
secundaria y terciaria, a cuyos efectos se faculta al Ministerio de Economía y Finanzas a ampliar el 
tope de ejecución de inversiones del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


1 partir del cuarto ejercicio tendrá como destino Rentas Generales. 


El equivalente a las sumas que se hubiesen recaudado por concepto del impuesto creado por 
la Ley N* 18.876 de 29 de diciembre de 2011 (Impuesto a la Concentración de Inmuebles Rurales — 
ICIR) y que hubieran sido destinadas a los Gobiernos Departamentales, será deducido del monto 


referido en el numeral 2, literal a) del inciso anterior del presente artículo, y será vertido a Rentas 
Generales. 


De las habilitaciones de créditos presupuestales y los levantamientos de tope realizados se 
dará cuenta a la Asamblea General.” 


—En consideración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Se me ha dicho que se ha informado al Congreso de Intendentes que, una 
vez aprobada esta iniciativa, se presentaría otro proyecto de ley para financiar la caminería, bajo el 
concepto de “el que rompe, paga”. No sé si las autoridades del Poder Ejecutivo o el oficialismo están 
en condiciones de informarnos si están trabajando al respecto porque, obviamente, eso sería 
coherente con la redacción de este artículo. 


SEÑOR SERRA.- En el Ministerio de Economía y Finanzas no lo tenemos en agenda y, por ende, no 
estamos trabajando en él. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 7. Afirmativa. 


Léase el artículo 18. 


“Artículo 18.- Los créditos no comprometidos al 30 de noviembre de cada año habilitados al 
amparo del numeral 2 del artículo precedente, que correspondan a proyectos aprobados por la 
Comisión Sectorial de Descentralización a esa fecha, podrán ser transferidos al ejercicio siguiente en 
tanto se difiera su ejecución por razones fundadas, con un máximo de hasta un 20% (veinte por ciento) 
del total del crédito de apertura del ejercicio y con igual destino que en el ejercicio anterior.” 


—En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—4 en 7. Afirmativa. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que consta de 20 artículos. Por Secretaría se hará 
un comparativo a efectos de que todos los señores Senadores podamos manejarlo en Sala. 


Sobre el artículo 13 se reciben sugerencias y el Poder Ejecutivo mandará la iniciativa para 
agregar en Sala una frase y lo que corresponda. 


Corresponde designar el Miembro Informante del proyecto de ley, así como del que votamos 
en la sesión del martes. 


SEÑOR COURIEL.- La Bancada del Frente Amplio propone como Miembro Informante de ambos 
proyectos al Presidente de la Comisión, señor Senador Michelini. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta del señor Senador Couriel. 
(Se vota:) 
—6 en 7. Afirmativa. 


El jueves próximo el Presidente va a incluir algunos asuntos que ya han sido aprobados por 
la Cámara de Representantes, por lo que a partir de ese momento comenzaremos a elaborar el orden 
del día. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 11 y 30 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


